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Opinión 141-2018/DTN
Si luego de suscrito el contrato, el o los contratistas que son parte de éste son sancionados —conforme al régimen sancionador establecido en el artículo 50 de la Ley—, se mantiene vigente la obligación de cumplir con las prestaciones contenidas en el referido contrato.

Opinión 046-2018/DTN
En el marco de lo dispuesto por la normativa de contrataciones del Estado, la propuesta de un postor debe mantenerse hasta la culminación del procedimiento de selección, a fin de garantizar la efectiva y oportuna satisfacción del interés público que subyace a la contratación; salvo que ocurra algún evento que le impida al postor mantenerla, y que justifique su decisión de retirar su propuesta antes del término de dicho procedimiento; lo cual corresponde ser evaluado por el Tribunal de Contrataciones del Estado, sobre la base del caso en concreto, a efectos de determinar si tal decisión constituye o no una infracción que, consecuentemente, origine la aplicación de una sanción al postor.   

Opinión 256-2017/DTN
En el supuesto que, en un mismo procedimiento de selección, se registren como participantes dos o más proveedores del mismo grupo económico –independientemente de cuántos de ellos presenten ofertas- todos los proveedores del mismo grupo económico se encontrarán impedidos conforme lo dispone el literal p) del numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley. En caso que un proveedor impedido presente oferta, si bien dicha acción no configuraría la infracción prevista en el literal c) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, sí podría configurar la infracción prevista en el literal i) del referido dispositivo, en el sentido que al haber declarado no contar con impedimento, dicha información es discordante con la realidad.

La infracción prevista en el literal c) del numeral 50.1 del artículo 50 de la ley sólo se configura en la medida que se haya suscrito contrato.

Opinión 238-2017/DTN
La normativa de contrataciones del Estado no prevé la metodología que debe emplear el comité de selección a efectos de revisar los documentos presentados por el postor para acreditar la experiencia del personal clave propuesto, en otras palabras, no precisa la manera cómo debe realizarse la sumatoria de los periodos consignados en dichos documentos; debiendo considerarse que la finalidad de la calificación es verificar que el postor cuenta con las aptitudes que -de acuerdo lo previsto en los documentos del procedimiento de selección- resultan necesarias para cumplir con la prestación objeto del contrato.

El postor es responsable de la veracidad y exactitud de toda aquella documentación que incluya en su oferta, pudiendo ser sancionado en el caso que se determine que presentó documentación falsa o inexacta.

Opinión 234-2017/DTN
Cuando se configure el enriquecimiento sin causa, el contratista podría solicitar el reconocimiento de dicha prestación, correspondiendo a la Entidad, en una decisión de gestión de su exclusiva responsabilidad, decidir si reconocerá el precio de las prestaciones ejecutadas por el contratista de manera directa, o si esperará a que el proveedor perjudicado interponga la acción por enriquecimiento sin causa ante la vía correspondiente, siendo recomendable coordinar con su asesoría jurídica interna y su área de presupuesto, a fin de tomar una decisión de gestión concertada sobre el caso concreto.

Si durante la prestación del servicio el contrato no ha sido declarado nulo, este se mantiene vigente y, por ende, las prestaciones de ambas partes (Entidad y contratista) son de obligatorio cumplimiento. Por tanto, en caso que la Entidad determine que no se ha configurado el incumplimiento del contrato o alguna otra figura establecida en la normativa de contratación pública que imposibilite la culminación del mismo, las partes deberían continuar la ejecución contractual cumpliendo las prestaciones a las que están obligadas.

Opinión 231-2017/DTN
Los impedimentos regulados en el numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley resultan de aplicación incluso a las contrataciones cuyos montos sean iguales o inferiores a ocho (8) Unidades Impositivas Tributarias, vigentes al momento de la transacción.

Para la configuración del impedimento previsto en el literal l) del numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley es necesario que el proveedor, participante, postor, contratista o subcontratista, según corresponda, haya sido sancionado con inhabilitación temporal o definitiva en el marco de un procedimiento seguido ante el Tribunal de Contrataciones del Estado y que dicha sanción se encuentre vigente.

Dentro de los supuestos que deben verificarse para la configuración del impedimento previsto en el literal q) del numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley se encuentran -entre otros- los siguientes: (i) que la persona se encuentre inscrita en el Registro de funcionarios y servidores sancionados con destitución; y, (ii) que la persona se encuentre inscrita en cualquier otro registro creado por ley que impida contratar con el Estado; en estos casos el impedimento para ser participante, postor, contratista y/o subcontratista se encontrará vigente durante el tiempo que establezca la ley de la materia.

Opinión 119-2017/DTN
El procedimiento a través del cual se solicita la aplicación del principio de ‘Irretroactividad’ para aquellas sanciones administrativas impuestas por el Tribunal de Contrataciones del Estado a proveedores, participantes, postores, contratistas y/o subcontratistas –según corresponda-, se realiza de conformidad con las disposiciones contempladas en la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 

El Tribunal de Contrataciones del Estado es el órgano competente para conocer, evaluar y resolver las solicitudes de aplicación del principio de ‘Irretroactividad’ a las sanciones administrativas impuestas en el marco de sus competencias, incluyendo aquellas sanciones que se encuentran en etapa de ejecución; ello en virtud a la potestad sancionadora que le ha sido conferida -de manera exclusiva- a través de la normativa de contrataciones del Estado.   

El Tribunal de Contrataciones del Estado al conocer, evaluar y resolver las solicitudes de aplicación del principio de ‘Irretroactividad’, es competente para determinar si, en virtud del plazo transcurrido, debe tenerse por cumplida la sanción impuesta por dicho órgano, según el caso concreto.  

Opinión 076-2017/DTN
La sociedad resultante del proceso de fusión, que absorbió una persona jurídica sancionada, pero extinta en mérito de un proceso de fusión por absorción, debidamente inscrito, no resultaría impedida de ser participante, postor y/o contratista con el Estado.

Se encontrará impedida de ser participante, postor y/o contratista la persona jurídica que alberga en su seno a integrantes de la persona jurídica sancionada, que formaron parte de ésta última al momento de imponerse la sanción o antes de los doce (12) meses anteriores a ello, salvo que deje de contar con aquel integrante que la vincula con el proveedor sancionado o que los integrantes no cuenten con el porcentaje del capital o patrimonio social exigido por la norma.

En virtud del Principio de Causalidad que rige la potestad sancionadora del Tribunal de Contrataciones del Estado, la responsabilidad debe corresponder a quien incurrió en la conducta prohibida por ley, y no puede hacerse responsable a una persona por un hecho ajeno, sino solo por los propios. Sin perjuicio de ello, la sociedad resultante del proceso de fusión estará impedida para contratar con el Estado cuando se configure alguno de los impedimentos previstos en el artículo 11 de la Ley o del literal c) del artículo 248 del Reglamento.

Para la configuración del impedimento previsto en el literal c) del artículo 248 del Reglamento debe determinarse fehacientemente que la persona natural o jurídica es una sucesión, derivación o testaferro de un proveedor impedido, así como el hecho de que, mediante dicha persona natural o jurídica, este proveedor impedido está eludiendo su condición de impedido.

Opinión 026-2017/DTN
La sanción de inhabilitación (temporal o definitiva) que impone el Tribunal de Contrataciones del Estado a un determinado proveedor (persona natural o jurídica), impide que éste le pueda vender u ofertar bienes, servicios y obras a las entidades del Estado.

El Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado - OSCE no es competente para analizar la legislación de índole laboral; en consecuencia, corresponde al ente rector de la materia interpretar, de manera exclusiva y excluyente, el sentido y alcance de los impedimentos aplicables a la contratación de trabajadores, empleados, servidores y funcionarios públicos, previstos en su propia normativa.

Opinión 163-2016/DTN
El principio de retroactividad benigna dentro de un procedimiento administrativo sancionador es aplicable siempre y cuando la normativa vigente (i) deroga el ilícito administrativo, o bien cuando (ii) contempla una sanción más benigna que la prevista al momento de la comisión de la infracción.

La aplicación del principio de retroactividad benigna de forma posterior a una sanción impuesta por el Tribunal de Contrataciones del Estado que ya se encuentra consentida y en ejecución, no es procedente a través de la vía administrativa.

Opinión 136-2016/DTN



Para la configuración de la infracción contemplada en el literal h) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, el proveedor debe haber presentado ante las Entidades, el Tribunal de Contrataciones del Estado o el Registro Nacional de Proveedores (RNP) información discordante o incongruente con la realidad, con el propósito de cumplir un requisito o de obtener un beneficio o ventaja para sí o para terceros, independientemente de quién hubiera sido su autor o de las circunstancias que hubieran conducido a su inexactitud.
Cuando un proveedor incurra en una conducta tipificada como infracción, dicho hecho debe ser comunicado al Tribunal de Contrataciones del Estado a efectos de que este órgano colegiado evalué iniciar un procedimiento administrativo sancionador, dentro del cual se lleven a cabo las actuaciones necesarias para establecer si existe -o no- responsabilidad por parte del proveedor e imponer la sanción respectiva, en caso corresponda.

Opinión 096-2016/DTN



De acuerdo a lo señalado por la Ley y el Reglamento, cuando la normativa de contrataciones del Estado vigente sea aplicable, los proveedores deben mantener vigente su registro en el RNP, al registrarse como participantes, en la presentación de propuestas, en el otorgamiento de la buena pro y en la suscripción del contrato, siempre que se trate de contrataciones cuyo monto sea superior a una Unidad Impositiva Tributaria (1UIT).

La normativa de contrataciones del Estado vigente, al igual que la anterior, no contempla la posibilidad de regularizar el cumplimiento de la obligación de mantener vigente la inscripción en el RNP al momento de suscribir un contrato; en esa línea, el literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley establece que el Tribunal de Contrataciones del Estado sanciona a los proveedores que suscriban un contrato sin contar con inscripción vigente en el RNP; mientras que, el literal e) del numeral 51.1 del artículo 51 del Decreto Legislativo N° 1017 contemplaba una disposición de carácter similar.
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